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Banco Mundial
	           Para obtener más información sobre la labor del Banco Mundial en la región de América Latina y el Caribe, visítenos: http://www.bancomundial.org/alc

	


REGIÓN DE AMÉRICA LATINA y EL CARIBE

El Grupo del Banco Mundial presta servicios en 30 países de América Latina y el Caribe (ALC), donde el promedio del ingreso per cápita es de casi US$4.000 por año. ALC es una región de asombrosa diversidad, con 510 millones de habitantes que hablan español, portugués, inglés, francés y alrededor de 400 lenguas indígenas. Su topografía y ecosistemas van desde las islas tropicales hasta las alturas de sierras y altiplanos, bosques pluviales, desiertos y extensas llanuras. La región comprende toda América del Sur, el istmo centroamericano, las islas grandes y pequeñas del mar Caribe, y México, que forma parte de América del Norte. Esta región es la más urbanizada del mundo en desarrollo, conaproximadamente tres cuartas partes de sus habitantes que viven en ciudades o en sus alrededores.. Sin embargo, los recursos naturales y la agricultura son importantes para muchas de sus economías, las cuales incluyen algunas de las más grandes (como las de Brasil y México) y las más pequeñas del mundo en desarrollo. A pesar de que América Latina y el Caribe posee inmensos recursos y sociedades dinámicas, son muchas las desigualdades económicas que persisten en la región y casi un tercio de sus habitantes vive en la pobreza. 

Sucesos económicos recientes


             Después de las sacudidas causadas por las crisis de 1998-1999 en Asia y Rusia, duró poco la recuperación económica en América Latina y el Caribe. Tras aumentar del 0,6% en 1999 al 3,8% en el año 2000, el crecimiento anual del producto interno bruto (PIB) de América Latina y el Caribe disminuyó al 0,6% en 2001 y se espera que se mantenga cerca de ese nivel en el 2002. Esto es el resultado de una débil economía mundial, el deterioro de la situación económica de Argentina y la sequía en Brasil y América Central.

La disminución en el crecimiento del comercio mundial y las caídas de los precios de los productos básicos de exportación redujeron la tasa de aumento de los ingresos de exportación de América Latina y el Caribe al 1,4% en el 2001, tras un aumento del 19% en el 2000. Los superávit comerciales de los países exportadores de petróleo disminuyeron, pero los saldos comerciales de otros países aumentaron al disminuir los gastos en importaciones, debido a un más lento crecimiento del PIB. En general, el superávit comercial de la región aumentó US$17.000 millones, en tanto que el déficit en cuenta corriente se acrecentó US$5.000 millones, como resultado de una merma en los ingresos en concepto de turismo y remesas. 

En los datos del año 1999 se observan indicios de progreso hacia la realización de los objetivos del desarrollo del milenio en América Latina y el Caribe, pues estos datos muestran que el porcentaje de la población que subsistía con menos de US$1 al día había disminuido del 16,8% en 1990 al 12,1%. Esto significa que casi se ha recorrido la mitad del camino hacia el objetivo de reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de la población que vive en la pobreza extrema en América Latina y el Caribe. Algunos de estos avances presumiblemente se perderán en el 2001 debido a la reducción del crecimiento del PIB per cápita, especialmente en América Central y el Caribe, zonas afectadas por la sequía, la baja de los precios del café, la contracción de la actividad turística después del 11 de septiembre y la declinación de las remesas extranjeras, como resultado de la desaceleración económica en Estados Unidos. Sin embargo, hay buenas perspectivas de que la pobreza vuelva a disminuir una vez que las economías de América Latina y el Caribe experimenten los efectos de la recuperación que se pronostica para finales del 2002 y para el 2003.

La función del Banco Mundial: empoderar a la gente pobre y mejorar el clima de inversión

La estrategia del Banco en América Latina y el Caribe se centra en la lucha contra la pobreza y en propiciar ajustes para responder rápidamente a  necesidades sociales urgentes causadas por acontecimientos como la crisis económica en Argentina, la contracción del turismo en el Caribe y la reconstrucción en El Salvador después de dos terremotos a principios del 2001. En Argentina, donde el Banco tiene una cartera por valor de US$9.700 millones en proyectos de apoyo a la inversión y el ajuste, en marzo del 2002 se anunció que la suma de US$100 millones con cargo a préstamos no desembolsados se reorientaría para atender  las necesidades sociales urgentes del país, por ejemplo en los sectores de la atención de salud y la educación, y para proyectos de desarrollo comunitario en vecindarios pobres. En Jamaica y en los países de la Organización de los Estados del Caribe Oriental, donde las visitas de turistas que viajan por vía aérea mermaron después de los atentados terroristas, el Banco aportó US$75 millones y US$20,9 millones respectivamente para proteger programas sociales y fortalecer la seguridad en aeropuertos. La nueva estrategia de asistencia del Banco para El Salvador coincidió con el esfuerzo de reconstrucción en el país e incluyó un préstamo por valor de US$142,6 millones para contribuir a restablecer los servicios de salud, afectados por los terremotos del 2001, que causaron fuertes daños a hospitales y establecimientos sanitarios.

Unos 168 millones de los 510 millones de habitantes de la región son pobres (esto es, subsisten con menos de US$2 al día), y dentro de este grupo 77 millones viven en condiciones de pobreza extrema (subsisten con menos de US$1 al día), los préstamos y estudios analíticos del Banco respalda los esfuerzos de los gobiernos, la sociedad civil y el sector privado para dar mayor participación a la población y a las comunidades, mientras mejora  simultáneamente el clima de inversión para acelerar el crecimiento y reducir la pobreza. Las actividades del Banco en América Latina y el Caribe son coherentes con los seis objetivos de desarrollo internacional aprobados por los Jefes de Estado en la Declaración del Milenio, a saber:


· Reducir a la mitad para el año 2015 el porcentaje de población que vive en extrema pobreza;

· Alcanzar la educación primaria universal en todos los países para el año 2015; 

· Demostrar avances hacia la igualdad entre los sexos y el empoderamiento de la mujer mediante la eliminación de las diferencias de género en la enseñanza primaria y secundaria para el año 2005;

· Reducir para el año 2015 a una tercera parte las tasas de mortalidad infantil de los niños menores de cinco años, y a la cuarta parte las tasas de mortalidad materna;

· Ofrecer para el año 2005 servicios de salud reproductiva a todas las personas de edad apropiada que lo necesiten;

· Aplicar para el año 2005 las estrategias nacionales de desarrollo sostenible con el fin de revertir la actual pérdida de recursos ambientales a escala nacional y mundial para el año 2015.

Los países de América Latina y el Caribe recibieron en el ejercicio del 2001 (julio 2000-junio 2001) un porcentaje del financiamiento del Banco Mundial mayor que el de cualquier otra región. Esa participación subió de US$4.100 millones en el ejercicio de 2000 (julio 1999-junio 2000) a US$5.300 millones en el ejercicio de 2001.El apoyo está destinado a los países de la región a reducir la pobreza y se ajusta a una estrategia que establece seis prioridades, a saber:

· Acentuar la calidad de la educación y superar la brecha digital;

· Ofrecer respaldo al sector financiero, incluida la gestión de la inestabilidad, y la canalización de los recursos para la inversión y el desarrollo económico;

· Los aspectos de la distribución y la protección social de las políticas que abarcan toda la economía, en particular, los efectos sociales del ajuste, la distribución y calidad del gasto público, las medidas de protección social, los instrumentos de autoprotección y el seguro de mercado, el fortalecimiento de los vínculos entre el crecimiento económico y la reducción de la pobreza;


· La reforma institucional y la gestión de gobierno, incluidos el sector público, los sistemas judicial, legal y reglamentario, la prestación de servicios a los pobres, la participación de la sociedad civil, el aumento de la transparencia, la responsabilidad, el respaldo a la descentralización y el fomento de la gestión del sector público orientada a los resultados;

· La empoderamiento e inclusión de los grupos excluidos, en particular los indígenas, los afrolatinos, las mujeres, los pobres de las zonas rurales y urbanas, a través de programas comunitarios de desarrollo, y el apoyo a la gestión sostenible de los recursos naturales.

· La sostenibilidad ambiental, con énfasis en el control de la contaminación (y los servicios urbanos e iniciativas sectoriales de control de la contaminación necesarios a ese efecto) y a medidas para combatir la degradación ambiental irreversible.


En los últimos años, los préstamos aprobados incluyeron respaldo para la mayoría de esas prioridades, principalmente para programas de desarrollo humano, la reducción de la pobreza rural y para la reconstrucción posterior a los desastres, así como para proporcionar alivio de la deuda en los países más pobres. En los países más grandes de la región, la asistencia del Banco permitió reformar los sistemas de gobierno, desplazando las responsabilidades, en muchos caos, de las autoridades centrales a las descentralizadas. 


Lucha contra la pobreza mediante la inversión y el empoderamiento de la población
El financiamiento destinado a inversiones en la población  es una de las prioridades para el Banco Mundial; las inversiones en la educación y la salud de niños vulnerables en Colombia, la educación básica en México, Nicaragua, Panamá y Brasil, el abastecimiento de agua y el saneamiento en Ecuador y la protección social en Argentina y Colombia elevaron a US$7.000 millones la cartera regional del Banco en proyectos activos en salud, educación y protección social.

            Este componente de la cartera también incluye medidas para abordar las desigualdades. Por ejemplo, en el estado de Sergipe, en el nordeste de Brasil, el Banco aprobó un proyecto, en el ejercicio del año fiscal 2002, que suministra donaciones de contrapartida a grupos de comunidades rurales para financiar alrededor de 1.000 proyectos de pequeña escala, proyectos que crean puestos de trabajo y mejoran la salud y el bienestar de alrededor de 52.000 familias. Este proyecto forma parte de un amplio programa financiado con recursos del Banco en los nueve estados del nordeste de Brasil y parte de Minas Gerais, para combatir la pobreza rural mediante iniciativas descentralizadas, impulsadas por las comunidades locales mismas. Proyectos similares de desarrollo comunitario se ejecutan actualmente en Paraguay, Colombia, Ecuador, Honduras y Nicaragua, y se harán extensivos a la región amazónica. Este enfoque de inversión social, además de brindar servicios de abastecimiento de agua, atención de la salud y extensión de servicios agrícolas a las familias pobres, amplía el capital social y garantiza que las comunidades mismas elijan y ejecuten los proyectos.

La participación de la población pobre abarca iniciativas para beneficiar a la población indígena de América Latina y el Caribe que, en un 80% aproximadamente, vive en situación de miseria, así como a comunidades compuestas mayoritariamente por descendientes de africanos. En Brasil, Perú y Ecuador, el Banco respaldad proyectos adaptados a las necesidades de las comunidades indígenas, con el propósito de regularizar los derechos comunales sobre la tierra, promover el uso de los conocimientos indígenas con miras a adoptar prácticas de ordenación de la tierra más sostenibles desde el punto de vista ecológico y fortalecer su capacidad de gestión de proyectos. El reconocimiento del título de propiedad es una condición esencial para que los agricultores pobres —de todos los orígenes étnicos— puedan mejorar su situación económica. El Banco ha apoyado una iniciativa en Colombia por medio de la cual 58 consejos comunitarios afrocolombianos en la región del Chocó, en la costa del Pacífico, obtuvieron títulos de propiedad sobre casi 2,4 millones de hectáreas de bosque pluvial, de las que dependen sus actividades de caza, pesca y agricultura tradicional. El Banco ha respaldado iniciativas similares de adjudicación de títulos de propiedad sobre la tierra en 10 países, incluidos Bolivia, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Panamá.

Promoción de la participación de la sociedad civil

Un elemento vital en este enfoque de orientación comunitaria y de base son las actividades del Banco destinadas a promover la participación de la sociedad civil en la formulación de sus productos de préstamo y conocimientos, especialmente en los sectores rural, ambiental, sanitario, educacional y de protección social y, particularmente, en los proyectos de reforma judicial e infraestructura. Bajo los auspicios de un nuevo marco (www.worldbank.org/laccs), América Latina y el Caribe comienza a promover la participación de la sociedad civil en lo que se refiere a préstamos programáticos y de ajuste, para informar a las comunidades sobre los proyectos del Banco, de modo que puedan evaluar sus efectos y su ejecución. En Perú, por ejemplo, el Banco apoya una iniciativa impulsada por el gobierno para suministrar información sobre programas sociales, gastos y estadísticas a los ciudadanos, hacerlos participar en la planificación de servicios y presupuestos a nivel local y nacional, y fortalecer su capacidad para supervisar y evaluar los servicios públicos. 

Ampliación de la cobertura de la salud y la lucha contra el VIH/SIDA


El objetivo del Banco es ampliar la cobertura de salud y de lucha contra el VIH/SIDA en América Latina y el Caribe con más de US$3.000 millones destinados a proyectos de atención de la salud. La cartera del Banco incluye un programa en México, que ya lleva cinco años de operaciones, para ampliar la cobertura de atención de la salud. Actualmente 8,1 millones de personas pobres, principalmente de comunidades pequeñas que previamente carecían de cobertura, tienen ahora acceso a servicios de salud. Ya se está ejecutando la tercera etapa de este proyecto de atención básica de la salud, con un préstamo del Banco por valor de US$350 millones, aprobado en 2001, que permitirá extender la cobertura a otros 13,1 millones de mexicanos, incluidos 7,5 millones de indígenas.

             En el Caribe, el Banco está colaborando en la lucha para reducir la  tasa de prevalencia del VIH, la más alta fuera de África al sur del Sahara, a través de un programa de US$155 millones para financiar los programas de prevención y tratamiento del VIH/SIDA en varios países, incluidos Barbados, Jamaica y República Dominicana. Previamente l Banco había otorgado al gobierno de brasil dos préstamos por un total de  US$325 millones que, junto con la colaboración de más de  175 ONG y de los gobiernos estatales y municipales, han ayudado a  reducir en un 50% el número de fallecimientos debido al SIDA desde 1993. A través del proyecto se proporcionada atención médica a las personas afectadas con el VIH/SIDA, aunque la prevención sigue siendo su eje central. Con ese fin, respalda una red nacional de 170 centros de detección y asesoramiento sobre el SIDA, 800 centros de diagnóstico y tratamiento y programas de capacitación y sensibilización sobre el tema.

Mejoras a la educación
            

Desde 1998, el Banco ha facilitado también más de US$2.100 millones en apoyo a mejoras en el sector de la educación para la gente pobres, con proyectos que van desde la educación primaria en zonas rurales de El Salvador, Nicaragua y Brasil, hasta el financiamiento de programas de préstamos para estudiantes de enseñanza postsecundaria en México. En El Salvador, el Banco aprobó tres préstamos que suman un total de US$148 millones para apoyar un programa de escuelas administradas por las comunidades (EDUCO) destinado a mejorar la educación preescolar y primaria, y también un programa para la educación secundaria. EDUCO, llevó por primera vez escuelas y maestros a muchas zonas rurales en El Salvador y ha elevado la matrícula primaria del país a casi el 85%, del 78% en 1996. El modelo EDUCO ha sido utilizado para formular proyectos similares en Guatemala y Honduras, también con apoyo del Banco. 
 
El alivio de la deuda
 

En algunos de los países más pobres de América Latina y el Caribe, el alivio de la deuda y las estrategias eficaces de lucha contra la pobreza son complementarias. Los gobiernos de Bolivia, Guyana, Honduras y Nicaragua, junto con la sociedad civil, están formulando estrategias para reducir la pobreza a la mitad para el año 2015. Los documentos de lucha contra la pobreza (DELP) coinciden con la reducción de la deuda otorgada en el marco de la Iniciativa reforzada para los países pobres muy endeudados (PPME o HIPC por sus siglas en inglés), respaldada por el Banco y el FMI. Para julio de 2001, Honduras, Guyana y Nicaragua se habían sumado a Bolivia para concertar los acuerdos necesarios con el Banco, a fin de comenzar a percibir reducciones de su deuda externa. A través de esos acuerdos, el servicio de la deuda de Nicaragua disminuirá US$4.500 millones, el de Honduras US$900 millones, y el de Guyana US$590 millones. Esto se suma a la reducción del servicio de la deuda por valor de US$1.300 millones aprobada para Bolivia en el ejercicio de 2000.

Respaldo a las actividades de preparación para casos de desastre natural y para la reconstrucción posterior a los mismos


            La reconstrucción posterior a los desastres naturales continúa siendo una de las prioridades de América Central. En El Salvador US$33 millones del importe de los préstamos en educación fueron reprogramados para financiar la reconstrucción de escuelas que sufrieron daños durante los dos terremotos de enero y febrero del 2001.Tal y como se mencionó antes, en el ejercicio del año fiscal 2002 ((julio2001-junio 2002) se aprobaron US$142,6 millones para reconstruir y restaurar establecimientos de salud que igualmente habían sufrido daños graves durante los terremotos. El Banco también a ayudado a Nicaragua, Honduras y Belice a efectuar trabajos de reconstrucción después de la devastación causada por paso del Huracán Mitch en 1998. 

Para reducir las pérdidas humanas y materiales que puedan causar los desastres naturales en el futuro, el Banco respalda la planificación del uso de la tierra, la preparación para desastres y otras actividades de preparación en México, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, Dominica, Granada y San Vicente y las Granadinas. 

El fortalecimiento del sector público

Una de las principales actividades nuevas del Banco en la región es el otorgamiento de préstamos a gobiernos subnacionales. Por ejemplo, el Banco le presta asistencia por valor de US$707,7 millones a las provincias de Catamarca, Córdoba y Santa Fe (Argentina) para reformar las finanzas y la administración pública con el fin de lograr que los servicios descentralizados de la atención de la salud, la educación y la seguridad pública sean de mejor calidad y estén al alcance de los pobres.

            En México, el Banco ha respaldado las medidas del gobierno federal para propiciar la reforma estructural en los estados del país, incluido un préstamo de rápido desembolso por valor de US$505 millones concedido al Estado de México, el más poblado de los 32 estados mexicanos, que se aprobó en diciembre de 2000. Posteriormente, el Banco concedió al gobierno federal un préstamo de ajuste de US$606 millones, aprobado en diciembre de 1999, para ayudar a los gobiernos subnacionales a obtener crédito y administrar la deuda, asegurar la transparencia de las transferencias federales a los niveles inferiores del gobierno y mejorar la coordinación intergubernamental.

            La asistencia proporcionada a México ha incluido también un estudio de los retos implícitos en la transmisión de las responsabilidades a los gobiernos de los estados y municipios. El estudio incluye un análisis del sistema tributario, los pagos de transferencias y los mecanismos de arreglo de diferencias. A continuación de ese estudio, en mayo de 2001, se publicó un análisis de gran alcance realizado por especialistas del Banco a pedido del gobierno mexicano, sobre los problemas del desarrollo en México, titulado Mexico: A Comprehensive Development Agenda for the New Era (México: un programa de desarrollo integral para la nueva era). 

En Brasil, el Banco proporciona asistencia a los gobiernos de los estados de Bahía y Ceará, a través de dos proyectos para mejorar los sistemas de educación básica. También en Brasil, el Banco respalda el programa de estabilidad fiscal del gobierno con un préstamo por valor de US$758 millones destinado a aumentar la disciplina fiscal en los estados y los municipios, gestionar la deuda federal y ordenar el gasto público.


El sector financiero y la reforma judicial
La asistencia del Banco para la reforma del sector público en la región de América Latina y el Caribe abarca, además, los sistemas financiero y judicial. Actualmente se encuentran en marcha proyectos de gran envergadura para ayudar a los países a reconstruir y fortalecer los sistemas financieros endebles afectados o amenazados por las crisis económicas, financieras y monetarias. El Banco ha concedido préstamos a Colombia, Perú, México, Uruguay y Ecuador por un monto de casi US$2.000 millones a fin de respaldar reformas del sector financiero. A través de ellas se atiende la necesidad de supervisar en forma más estricta los bancos, crear sistemas de seguro de depósitos y establecer una regulación que promueva una mayor transparencia y una mejor evaluación de los riesgos, factores todos que promueven la confianza en los sistemas bancarios.
La reforma judicial es un asunto clave para una mejor gestión de gobierno y la construcción de sociedades democráticas. Los sistemas judiciales latinoamericanos enfrentan debilidades en su organización, problemas de corrupción, incapacidad para satisfacer la demanda de servicios, y un bajo nivel de confianza por parte de la población. Al mismo tiempo, estos sistemas enfrentan demandas públicas crecientes para una aplicación efectiva de la leyes, a fin de proteger los derechos humanos, combatir el narcotráfico y detener la violencia.

El Banco Mundial, conjuntamente con otras instituciones, ha apoyado iniciativas para mejorar el acceso al sistema de justicia por parte de las mujeres en Ecuador y de los pueblos indígenas en Guatemala y Bolivia. En Venezuela, el apoyo de la institución ha fortalecido la capacidad de los tribunales y la participación de la sociedad civil. En México, Argentina y El Salvador, se han aplicado los resultados de investigaciones para atender los problemas de los usuarios de los tribunales. A lo largo de la región, el Banco ha facilitado el intercambio de conocimientos entre las cortes supremas latinoamericanas, ONGs, y otras organizaciones, y ha organizado también diversas conferencias regionales.

             El Instituto del Banco Mundial, entre tanto, apoya la difusión de las prácticas más sobresalientes a nivel mundial a las autoridades decisorias de los gobiernos, el sector privado y la sociedad civil, a través de programas de educación a distancia que, en algunos casos, se realizan por videoconferencia en Internet. Entre ellos se incluyen los cursos de capacitación sobre gestión de la calidad total, planificación estratégica, gobierno basado en la participación y lucha contra la corrupción, y otros temas, destinados a los administradores de los gobiernos municipales de 11 países latinoamericanos. En otro curso, destinado a jueces y auditores públicos del más alto nivel, el Instituto del Banco Mundial proporciona información integral sobre los procedimientos de supervisión e investigación, capacitándolos para fortalecer los sistemas de vigilancia contra la corrupción.

Protección del medio ambiente


            Para proteger el medio ambiente, el Banco contribuye a la ordenación descentralizada del medio ambiente en Brasil con un proyecto que financia el segundo Programa nacional de medio ambiente del país, así como un préstamo que ayuda al gobierno del estado de Ceará, destinado a mejorar los sistemas de conservación del agua y aplicar precios razonables por su utilización. Otras iniciativas son el proyecto de protección de la biodiversidad en Bolivia —ejecutado por el Banco y financiado con dos donaciones del Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM), con un valor total de US$15 millones— para impulsar las iniciativas de conservación en 22 áreas con abundante biodiversidad y ecosistemas representativos. En noviembre de 2000, México se adhirió al Corredor Biológico Mesoamericano, iniciativa conjunta de los países de América Central que cuenta con el apoyo del FMAM, el Banco Mundial y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, entre otras instituciones, y cuyo objetivo es conectar los hábitats naturales desde México hasta Panamá. Con ello se ayudará a mantener los ecosistemas existentes, al mismo tiempo que se promoverán actividades viables de desarrollo y generación de ingresos. 

            Además, el Banco Mundial ha abordado el problema de la contaminación del aire en las ciudades a través de la Iniciativa para la protección de la calidad del aire, cuyas operaciones comenzaron en 1999. La Iniciativa se creó con el objeto de contrarrestar la contaminación del aire, que causa la muerte a alrededor de 200.000 personas por año en América Latina. Los funcionarios de cada ciudad, las ONG, los investigadores y las empresas privadas se reúnen en el marco de la Iniciativa para compartir las experiencias adquiridas y formular estrategias para mejorar la calidad del aire en sus respectivas ciudades. Las ciudades asociadas son Lima-Callao, Ciudad de México, Río de Janeiro, Buenos Aires y Santiago.

 Actualizado en abril de 2002
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